Radicación: 660013109007-2021-00020-01

Accionante: Diana María Corrales Aristizábal

Accionado: FOMAG y otro

Decisión: Revoca y concede amparo


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE INTERESES DE MORA / FORMULADA A LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN / LA RESPUESTA DEBE SER MEDIANTE ACTO ADMINISTRATIVO Y NO POR MEDIO DE OFICIO.
El artículo 23 Superior establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", lo cual es concordante con el ejercicio de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva…
En el caso que ocupa la atención de la Colegiatura, la parte accionante pretende que se le dé una respuesta de fondo a la petición que hiciera ante la Secretaría de Educación Municipal de Pereira desde el mes de febrero de 2020, tendiente al reconocimiento y pago de unos intereses moratorios. (…)
se entiende tácitamente que dicha Fiduciaria sí recibió la petición a la que hizo referencia el accionante en esta oportunidad, dado que esa entidad le informó mediante un oficio de trámite que no había lugar al reconocimiento del dinero reclamado, con lo que, en principio, podríamos considerar que se le brindó al interesado una respuesta clara y de fondo. 

Sin embargo, no podemos olvidar que la típica forma en que las autoridades expresan su voluntad y adoptan decisiones que consolidarían una situación jurídica en favor de una persona determinada, es a través de la expedición de actos administrativos, los cuales, por regla general, son susceptibles de los recursos ordinarios de reposición y apelación consagrados en la ley…
En ese sentido, considera la Corporación que es necesario revocar la decisión evaluada para en su lugar tutelar el derecho fundamental al debido proceso administrativo de la señora Diana María Corrales Aristizábal, por lo que se le ordenará a la Fiduprevisora que concluya el asunto remitiendo la decisión correspondiente al Organismo Territorial concediendo o negando las pretensiones formuladas por el accionante, pero a través de un acto administrativo…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, once (11) de mayo de dos mil veintiuno (2021) 
Hora: 2:30 p.m. 
Aprobado por Acta No. 354
	Radicación:
	660013109007-2021-00020-01

	Accionante:   
	Diana María Corrales Aristizábal

	Apoderado: 
	Dr. Nicolás Alberto Mejía Gómez 

	Accionado:
	FOMAG y otro

	Procedencia:
	Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira     

	Decisión: 
	Revoca y concede amparo 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación promovida en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira el 26 de marzo de 2021, con ocasión de la solicitud de amparo promovida por la señora DIANA MARÍA CORRALES ARISTIZÁBAL, por intermedio de apoderado, en contra del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE PEREIRA.
ANTECEDENTES:
Narró el accionante que en el mes de febrero de 2020 radicó en la Secretaría de Educación de Pereira un derecho de petición encaminado a que “adelantaran las gestiones administrativas y legales a fin de obtener el reconocimiento y pago de la sanción, indemnización o intereses por mora en el pago de las cesantías parciales que habían sido reconocidas por el FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES -SECRETARIA DE EDUCACION MUNICIPIO DE PEREIRA mediante resolución Nro. 7326 del 18 de julio de 2019”.

Con respecto a esa solicitud, la Secretaría de Educación de Pereira le informó que mediante Oficio 13255 del 23 de abril de 2020 la dirigió a la Fiduprevisora, explicando que “… en el evento de no proceder, la Fiduciaria si remite a la entidad territorial hoja revisión NEGANDO la solicitud para la elaboración del correspondiente acto administrativo. De lo contrario pasa el estudio aprobando la sanción moratoria, directamente del área de sustanciación al área de pagos SIN QUE LA ENTIDAD TERRITORIAL DEBA ELABORAR ACTO ADMINISTRATIVO. (Pago directo)”.
El 8 de mayo de 2020 la Fiduprevisora le comunicó que: “no es posible acceder a su solicitud favorablemente considerando que, las cesantías fueron puestas a disposición para el cobro en la entidad bancaria, por parte del beneficiario del pago, en los términos contemplados por la ley. Teniendo en cuenta que, el tiempo transcurrido entre la solicitud junto con la documentación completa de reconocimiento de la prestación económica y el pago efectivo de la misma, no supera 70 días hábiles, por tal circunstancia se infiere que no existe causación de sanción por mora con ocasión al pago tardío de cesantías parciales y/o definitivas”. Sin embargo, aclara en la parte final del documento que esa comunicación no tiene carácter de acto administrativo 
Entonces, a la fecha de interposición de la presente acción, la Fiduprevisora no había procedido a remitir a la entidad territorial la hoja de revisión negando la solicitud. 
PRETENSIONES:
De acuerdo con lo anterior, el accionante formuló las siguientes: 
1. Se DECLARE que el MUNCIPIO DE PEREIRA -SECRETARIA DE EDUCACION – en el caso concreto, vulneró el derecho fundamental AL DEBIDO PROCESO por las razones expresadas en el acápite de hechos de esta acción de tutela.
2. Se DECLARE que el MUNCIPIO DE PEREIRA -SECRETARIA DE EDUCACION – en el caso concreto, vulneró el derecho fundamental DE PETICION por las razones expresadas en el acápite de hechos de esta acción de tutela.
3. Se DECLARE que LA FIDUPREVISORA S.A. en el caso concreto, vulneró el derecho fundamental AL DEBIDO PROCESO por las razones expresadas en el acápite de hechos de esta acción de tutela.
4. Se DECLARE que LA FIDUPREVISORA S.A. en el caso concreto, vulneró el derecho fundamental DE PETICION por las razones expresadas en el acápite de hechos de esta acción de tutela.
5. En consecuencia, a lo anterior, se ordene a LA FIDUPREVISORA Y A LA ALCALDIA DE PEREIRA – SECRETARIA DE EDUCACION que, en un término perentorio, dé respuesta de manera completa al derecho de petición presentado, siguiendo el procedimiento establecido y cese la vulneración del derecho fundamental de petición, y el del debido proceso. Cumpliendo de manera urgente con las siguientes obligaciones:
A LA FIDUPREVISORA S.A.: 
A. que, en la respuesta dada al derecho de petición, se informe cuáles son las fechas que toma como base para que la sumatoria de días entre el trámite de solicitud del pago de las cesantías y la puesta a disposición de las mismas a la solicitante en el caso en comento, no supere 70 días hábiles, sumatoria que a voces de la FIDUPREVISORA justifica el no pago de la sanción moratoria que se reclama. 
B. Que la FIDUPREVORA S.A. cumpla o certifique mediante prueba, que ya cumplió con su obligación normativa de remitir a la ALCALDIA DE PEREIRA – SECRETARIA DE EDUCACION- Hoja de revisión NEGANDO la solicitud para la elaboración del correspondiente acto administrativo, o en su defecto pasar el estudio aprobando la sanción moratoria, directamente del área de sustanciación al área de pagos.
AL MUNICIPIO DE PEREIRA -SECRETARIA DE EDUCACION-:
A. Que dé respuesta de manera urgente al derecho de petición que fuera presentado desde febrero del año 2020 por la accionante, respuesta que debe acatar los procedimientos impuestos por la FIDUPREVISORA S.A. esto es mediante un acto administrativo NEGAR el pago de la sanción moratoria, o en su defecto gestionar el trámite para pago inmediato de la respectiva sanción. Solo mediante estos actos se da respuesta en los términos de ley a la solicitud realizada.”. 
ANTECEDENTES PROCESALES: 
El Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira corrió traslado a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira y el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio –Fiduprevisora-.
Frente al asunto se pronunció únicamente la Secretaría de Educación de Pereira, quien inicialmente allegó copia de la respuesta al derecho de petición promovido por el accionante, en la cual se le explicó cuál es el procedimiento para el pago de las sanciones moratorias, argumentando que es la Fiduprevisora a quien le corresponde verificar la información, realizar el estudio, liquidación y emisión de la Hoja de Revisión en el área de Sustanciación, remitir internamente al área de pagos del FOMAG, ingresar a la nómina para pago, de acuerdo con el cronograma de la Dirección de prestaciones económicas del FOMAG.

Además, recalcó que, en el evento de no proceder la petición, la Fiduciaria debe remitir al Organismo Territorial la hoja de revisión negando la solicitud para la elaboración del acto administrativo correspondiente. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho A Quo resolvió mediante sentencia del 26 de marzo de 2021 negar la solicitud de amparo, puntualizando que: 

“Haciendo un análisis de los de lo narrado en el escrito de tutela y de los anexos allegado, encuentra este Despacho que la solicitud que elevó la señora DIANA MARÍA CORRALES ARISTIZÁBAL el 21 de febrero de 2020 ante el MUNICIPIO DE PEREIRA ‒ SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, fue contestado el 23 de abril de 2020, en donde claramente son específicos en indicar que lo solicitado por la accionante en relación al reconocimiento y pago de la sanción, indemnización o intereses por mora en el pago de cesantías, correspondía a un trámite propio de la FIDUPREVISORA, pues carecían de competencia para resolver el asunto. 

Igualmente, se tiene que del traslado que el MUNICIPIO DE PEREIRA le hiciera a la FIDUPREVISORA de la petición de la actora, esta también fue contestada mediante oficio del 8 de mayo de 2020, en donde le indicaban que no era posible acceder favorablemente a la solicitud en virtud a que las cesantías fueron puestas a disposición para el cobro en la entidad bancaria, por parte del beneficiario del pago, siendo de esta manera contestada la petición interpuesta por la actora por parte de la FIDUPREVISORA. 

Se tiene entonces que las pretensiones invocadas por la actora dentro del escrito de tutela, son situaciones nuevas a lo que inicialmente solicitó en el derecho de petición del 21 de febrero de 2020, razón por la cual considera este Despacho que no se está vulnerando derecho alguno por parte de las entidades accionadas, pues ellas contestaron la petición y se pronunciaron frente a lo solicitado, independientemente que esto haya sido desfavorable para la señora CORRALES ARISTIZÁBAL.”
FUNDAMENTO DE LAS IMPUGNACIONES:
Inconforme con la decisión de instancia, el apoderado de la accionante presentó escrito mediante el cual impugnó. Para argumentar su inconformidad, el recurrente expuso que, según la norma, y en su criterio, para poder entender como contestada su petición es necesario: 

• Si la respuesta es negativa (como en el caso en comento)

1. La fiduciaria debe remitir a la entidad territorial hoja de revisión NEGANDO la solicitud. 

2. El ente territorial debe elaborar ACTO ADMINISTRATIVO NEGANDO.

• Si la respuesta es positiva:

 1. la FIDUPREVISORA pasa el estudio aprobando la sanción moratoria SIN QUE LA ENTIDAD TERRIOTORIAL DEBA ELABORAR ACTO ADMINISTRATIVO.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
2. Problema jurídico a resolver: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer nivel estuvo acertada al negar la solicitud de amparo constitucional reclamada por el apoderado judicial de la señora Diana María Corrales. 

3. Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 

Según el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la acción de tutela es un instrumento confiado a los Jueces para brindar a quien la reclama, la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en nuestra Carta Magna. 

El artículo 23 Superior establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", lo cual es concordante con el ejercicio de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva. En ese orden de ideas, y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante
, y finalmente que la misma sea efectivamente puesta en conocimiento del reclamante.

En el caso que ocupa la atención de la Colegiatura, la parte accionante pretende que se le dé una respuesta de fondo a la petición que hiciera ante la Secretaría de Educación Municipal de Pereira desde el mes de febrero de 2020, tendiente al reconocimiento y pago de unos intereses moratorios.   

Teniendo en cuenta lo anterior, y aunque el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005 deja en cabeza de las secretarías de educación el deber de atender de forma inicial las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de las prestaciones sociales a las que tienen derecho los docentes del Magisterio, cuyo trámite culminaría en el pretendido pago de la prestación que se llegare a reconocer, no podemos ser ajenos a lo explicado por la Secretaría de Educación, en el sentido que para el reconocimiento y pago de las sanciones moratorias no funciona de igual manera, dado que ese tipo de asuntos deben ser analizados por parte de la Fiduprevisora directamente sin que medie la intervención de la Secretaría de Educación, más que la remisión de las diferentes peticiones presentadas por los docentes en tal sentido. 
De igual manera, se entiende tácitamente que dicha Fiduciaria sí recibió la petición a la que hizo referencia el accionante en esta oportunidad, dado que esa entidad le informó mediante un oficio de trámite que no había lugar al reconocimiento del dinero reclamado, con lo que, en principio, podríamos considerar que se le brindó al interesado una respuesta clara y de fondo. 

Sin embargo, no podemos olvidar que la típica forma en que las autoridades expresan su voluntad y adoptan decisiones que consolidarían una situación jurídica en favor de una persona determinada, es a través de la expedición de actos administrativos, los cuales, por regla general, son susceptibles de los recursos ordinarios de reposición y apelación consagrados en la ley, y es que, a todas luces, en la respuesta ofrecida al accionante por parte de la Fiduprevisora se le está dando a conocer una decisión tomada por la administración de no reconocer unos intereses moratorios, por lo que resulta claro que le asistía a la parte accionante el derecho de ejercer en contra de esa decisión sus derechos de contradicción y defensa, posibilidad que se le cerró de tajo cuando en el oficio entregado se le indicó que supuestamente esa decisión no hacía las veces de un acto administrativo.
A partir de allí, debemos recordar que el deber de esa entidad era el de remitir al Organismo Territorial la hoja de revisión negando la solicitud para la elaboración del acto administrativo correspondiente, si es que en definitiva consideraba que no se había consolidado el derecho al reconocimiento reclamado.
En ese sentido, considera la Corporación que es necesario revocar la decisión evaluada para en su lugar tutelar el derecho fundamental al debido proceso administrativo de la señora Diana María Corrales Aristizábal, por lo que se le ordenará a la Fiduprevisora que concluya el asunto remitiendo la decisión correspondiente al Organismo Territorial concediendo o negando las pretensiones formuladas por el accionante pero a través de un acto administrativo o las instrucciones para su elaboración por parte de la Secretaría de Educación.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la decisión evaluada para en su lugar TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso administrativo de la señora DIANA MARÍA CORRALES ARISTIZÁBAL. 

SEGUNDO: ORDENAR a la FIDUPREVISORA que concluya el asunto remitiendo la decisión correspondiente al Organismo Territorial concediendo o negando las pretensiones formuladas por el accionante, pero a través de un acto administrativo o las instrucciones para su elaboración por parte de la Secretaría de Educación de Pereira, para ello se le habrá de conceder el término de 72 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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